
fojas 91/94) y que al momento de la firma existió una contraprestación dine-
raria.

El damnificado se enteró de que quien se lo había locado era “falso dueño” 
mediante carta documento el 23 de diciembre de 2005 (conforme fojas 95/99, 
fojas 348).

En relación con lo manifestado por el encausado en su declaración en 
cuanto a que se creía con derecho para alquilar la finca pues su madre se lo 
había donado el 5 de julio de 2004 (luego fue revocada el 14 de octubre de 
2005 conforme fojas 102), más allá de que dicho acto lo fue con reserva de 
usufructo, lo cierto es que su argumento no resulta creíble, pues el inicio del 
expediente acollarado que tramitó ante el Juzgado Civil nº 23 por parte de éste 
y por el cual instó la declaración de incapacidad de su madre, el 30 de sep-
tiembre de 2005 (en el cual se resolvió no dar curso a la apertura del proceso 
de inhabilitación) con anterioridad a la suscripción del contrato de alquiler, 
permite descartar su desconocimiento al respecto.    

Así, procede considerar que el encausado, aparentando ser dueño de la 
finca, transfirió el uso y goce de ésta por un precio determinado en dinero, es 
decir, logró el arrendamiento de la cosa ajena y así logró afectar el patrimonio 
de S.   

En cuanto a lo alegado por la defensa, en cuanto a que el inquilino luego 
no cumplió con el pago de los alquileres y por ello su patrimonio no se encon-
traba afectado, no exime de responsabilidad al encausado, pues el perjuicio se 
produjo al momento de la celebración del contrato.

Por ello, el tribunal resuelve:
Confirmar la resolución de fojas 375/376 en cuanto fue materia de recurso. 
Devuélvase y sirva la presente de atenta nota. 

Firmado: María Laura Garrigós de Rébori y Rodolfo Pociello Argerich 
–Jueces de Cámara–. Ante mí: Fernando Collados Storni –Secretario de Cá-
mara–.

Falsificación de documento público: falsedad ideo-
lógica. Contenido del documento. Certificación 
de la firma por funcionario bancario. Documento 
privado. Atipicidad. Defraudación: tentativa. Pro-
cesamiento

Doctrina:
	 No constituye el delito de falsedad ideológica, puesto que sólo sobre aquello 

que el documento prueba con efectos jurídicamente propios de un documento 
público puede considerarse la falsedad ideológica punible, revistiendo por lo 
tanto categoría de instrumento privado el certificado de Servicios y Remune-
raciones emitido por la Administración Nacional de la Seguridad Social, que 
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contiene datos que se reputan falsos y no ha sido certificado por funcionario 
alguno, sino que únicamente se ha certificado la firma del rubricante ante un 
funcionario del Banco de la Nación Argentina.

	 Sin perjuicio de ello y con el alcance de provisoriedad que importa un pro-
cesamiento, comete el delito de defraudación a la administración pública 
mediante la utilización del documento mencionado, en grado de tentativa, 
en calidad de partícipe necesario, quien no encontrándose facultado por el 
Estatuto Social para firmar dicha documentación, extremo que resulta poco 
probable haya sido ignorado por el imputado al momento de certificar el 
formulario cuestionado, máxime teniendo en cuenta el cargo que ostentaba 
–vicepresidente de la entidad–, inserta datos no veraces en una planilla que 
sirve de instrumento para encaminar el fraude a la administración pública.

Cámara Criminal Correccional Federal, Sala 2ª, –J. 12/23–, causa nº 24.469, 
“M., A.”, rta.: 11/02/2007.

Buenos Aires, 11 de febrero de 2007.
y vistos y considerando:
I. Llegan las presentes actuaciones a conocimiento y decisión del Tribunal 

en virtud del recurso de apelación interpuesto por el Dr. Sergio Alejandro 
Barneche, defensor de A. V. M., contra la resolución que en copia luce a fojas 
1/6 de este incidente, mediante la cual el Sr. Juez de grado resolvió procesar 
sin prisión preventiva al nombrado en orden al delito de falsedad ideológica 
(artículo 293 del Código Penal), en concurso real con el delito de defraudación 
en perjuicio de la administración pública, en grado de tentativa, en calidad 
de partícipe necesario (artículos 174, inciso 5°, 306 y 310 del Código Procesal 
Penal de la Nación).

II. El recurrente se agravia, básicamente, por considerar que no se ha com-
probado en el sumario que su defendido haya obrado con dolo, destacando la 
multiplicidad de funciones que tiene a su cargo, entre las que se encuentran 
fundamentalmente las de tipo cultural y no las administrativas. Asimismo, 
manifiesta que por vincularse la conducta atribuida a su pupilo con un ins-
trumento privado, no cabe asignarle alcance penal ya que el delito de falsedad 
ideológica sólo alcanza a instrumentos públicos (fojas 17/18 del presente).

III. En primer lugar, debe señalarse que los datos insertos en el certificado 
de Servicios y Remuneraciones emitido por la Administración Nacional de 
la Seguridad Social (formulario PS.6.2) –que se reputan falsos– no han sido 
certificados por funcionario alguno, sino que únicamente se ha certificado la 
firma de M. ante un funcionario del Banco de la Nación Argentina.

De esta forma, la inserción de datos falsos en la planilla en cuestión no 
constituye el delito de falsedad ideológica, puesto que sólo sobre aquello que 
el documento prueba con efectos jurídicamente propios de un documento 
público puede considerarse la falsedad ideológica punible (conforme de esta 
Sala, causa nº 11.791, registro nº 12.715 del 27/12/95), revistiendo por lo tanto 
categoría de instrumento privado.
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En consecuencia, y sin perjuicio de la relación concursal que observó el Sr. 
Juez de grado entre este delito y la tentativa de defraudación, el procesamiento 
dispuesto a su respecto no puede mantenerse.

Sentado lo anterior, y en cuanto al agravio del apelante relativo a la ausen-
cia de dolo en el accionar de su pupilo, se advierte que las constancias obrantes 
en el expediente resultan suficientes para tener por acreditada con el grado de 
certeza requerido en esta etapa procesal la responsabilidad de A. V. M. en el 
intento de defraudar a la administración pública mediante la utilización del 
documento mencionado.

En efecto, debe destacarse lo informado por el presidente de la Sociedad 
Argentina de Escritores en cuanto a que M. no se encontraba facultado por el 
Estatuto Social para firmar dicha documentación (ver fojas 12 y 13 del expe-
diente administrativo), extremo que resulta poco probable haya sido ignorado 
por el imputado al momento de certificar el formulario cuestionado, máxime 
teniendo en cuenta el cargo que ostentaba –vicepresidente de la entidad–.

Asimismo, y en relación con lo expresado por la defensa en torno a la mul-
tiplicidad de funciones que tenía el nombrado a su cargo, corresponde indicar 
que, tal como lo refirió en su declaración indagatoria, el certificado le fue 
entregado directamente por M. C. y no a través de alguna vía administrativa, 
siendo así, la falta de recaudos adoptados por M. para constatar la veracidad 
de los datos insertos en la planilla a esta altura sólo puede interpretarse como 
una complicidad dolosa en la maniobra, resultando inaceptables las manifes-
taciones tales como: “Yo confío en esta persona porque la he visto trabajar […] 
Para firmar el certificado hacía todo de palabra, es decir porque confié en esa 
persona…”, realizadas en su descargo (ver fojas 120/122 del principal).

Por lo expuesto el Tribunal resuelve: 
confirmar parcialmente el punto I de la resolución que en copia obra 

a fojas 1/6 de este incidente en cuanto decreta el procesamiento sin prisión 
preventiva de A. V. M., modificando la calificación legal por la del delito de 
defraudación en perjuicio de la administración pública, en grado de tentativa, 
en calidad de partícipe necesario.

Regístrese, hágase saber al Señor Fiscal General y remítase a la instancia 
anterior donde deberán producirse las restantes notificaciones que corres-
pondan.

Firmado: Cattani, Martín Irurzun y Eduardo Luraschi –Jueces de Cámara–.
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